
 
TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN 

SALA CIVIL 
 

Medellín, veinticuatro (24) de octubre de dos mil veintidós (2.022) 
 
Magistrado: JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 
PROCESO EJECUTIVO: 05001 31 03 017 2021 00340 02 
 
Auto: 107 
Demandante: UNIVERSIDAD PONTIFICIA BOLIVARIANA - CLÍNICA 

UNIVERSITARIA. 
Demandado: COOSALUD EPS S.A.. 
Extracto:      1) Sobre lo hoy apelado, la inembargabilidad de los recursos 

públicos que financian la salud, ya existe pronunciamiento en este 
proceso, y como no se presentan supuestos nuevos que generen 
revocatoria o reforma a la decisión atacada, la decisión es de 
conformidad. 2) De la obligación de respetar el propio precedente. 

Confirma.  
 

 

ASUNTO A TRATAR 

  

 

Se resuelve el recurso de apelación interpuesto por la demandada 

COOSALUD EPS S.A., contra el auto del ocho (8) de marzo de dos mil 

veintidós (2.022), dimanado del JUZGADO DIECIESIETE CIVIL DEL 

CIRCUITO DE ORALIDAD DE MEDELLÍN. 

 

 

ANTECEDENTES 

 

 

En la providencia recurrida se decretó el embargo de los dineros, 

acciones y/o participaciones, dividendos, utilidades, intereses y 

productos bancarios de COOSALUD EPS S.A., eso sí, siempre que se 
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trate de recursos propios y no públicos, característica que deberán 

certificar las entidades financieras oficiadas1.  

 

Una vez notificada COOSALUD EPS S.A. presentó los recursos de 

reposición y apelación, sosteniendo que presta el servicios de salud 

por lo que los recursos de sus cuentas tienen destinación específica, 

en tanto provienen del Sistema General de Participaciones y el 

ADRES2, lo cual no hace parte de su patrimonio, sino que es utilizado 

para financiar el Plan de Beneficios en Salud (PBS). 

 

Que la jurisprudencia Constitucional, así como la Procuraduría General 

de la Nación, la Contraloría General de la República, y el mismo 

Ministerio de la Salud y Protección Social, se han pronunciado sobre la 

inembargabilidad de esos dineros, lo que tiene fundamento en, entre 

otros, los artículos 48 y 63 de la Constitución, Leyes 715 de 2.001 y 

1751 de 2.015, Decreto 1101 de 2.007, y el artículo 594 del C. G. del 

P.. Solicitó levantar la cautela decretada3. 

 

En el traslado del caso la demandante señaló que existe cosa juzgada 

formal, ya que esta Corporación el 3 de mayo anterior se pronunció 

respecto al auto hoy apelado, por ende, la demandada deberá estarse 

a lo resuelto. 

 

El a quo en auto del 14 de junio de 2.022 no repuso considerando que 

no es necesario un nuevo análisis sobre la procedencia de la cautela y 

sus condicionamientos de inembargabilidad, manteniendo la 

providencia recurrida, la cual dijo fue confirmada por este Tribunal en 

auto del 3 de mayo de 2.022. Concedió la apelación que 

                                                 
1 En auto del 18 de marzo de 2.022 se complementó esa providencia, en esta última se 

negaron otros embargos, por lo que la actora presentó apelación la cual fue resuelta por esta 

Sala en providencia del 3 de mayo de 2.022 (archivo 14 cuaderno de medidas cautelares). 
2 Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud. 
3 Archivos 02 y 19 del cuaderno de medidas cautelares. 
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subsidiariamente presentó COOSALUD EPS S.A., quien no estaba 

vinculada al momento en que se resolvió la primera alzada. 

 

Así, tratándose de un auto apelable (artículo 321.8 del C. G. del P.), se 

resuelve de plano en los términos del artículo 326 ejusdem.  

 

 

CONSIDERACIONES 

 

 

Precisión preliminar: 

 

Ab initio ha de aclararse que el recurso a resolver es respecto de un 

auto del que ya se había surtido la alzada, por lo que en los términos 

del artículo 302 procesal civil, en principio se podría predicar la 

ejecutoria de la correspondiente providencia; pero ello no aplica al 

caso, en la medida que por la vinculación quien hoy recurre, no había 

tenido oportunidad de ejercer los medios de impugnación contra la 

correspondiente decisión, debiéndose garantizar sus derechos de 

contradicción y a la segunda instancia.  

 

Por ello, no se puede despachar con un “estese a lo resuelto”, sino, 

que el asunto merece pronunciamiento de fondo.  

 

También debe recordarse la obligatoriedad para las autoridades 

judiciales de respetar sus propios precedentes, pues con ello no solo 

se salvaguarda la seguridad jurídica, sino el mismo derecho a la 

igualdad, el cual es de cariz constitucional y está patentizado en el 

mismo ordenamiento procesal civil en sus artículos 4º, 11 y 42.2, tema 

del que la jurisprudencia, ha indicado:  

 

“Bajo ese entendido y de acuerdo a la autoridad que emitió el 
pronunciamiento, se puede clasificar el precedente en dos categorías: (i) el 
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precedente horizontal, el cual hace referencia a las decisiones proferidas por 
autoridades del mismo nivel jerárquico o, incluso, por el mismo funcionario; y 
(ii) el precedente vertical, que se refiere a las decisiones adoptadas por el 
superior jerárquico o la autoridad encargada de unificar la jurisprudencia. El 
precedente horizontal tiene fuerza vinculante, atendiendo no solo a los 
principios de buena fe, seguridad jurídica y confianza legítima, sino al derecho 
a la igualdad que rige en nuestra Constitución. Asimismo, el precedente 
vertical, al provenir de la autoridad encargada de unificar la jurisprudencia 
dentro de cada una de las jurisdicciones, limita la autonomía judicial del juez, 
en tanto debe respetar la postura del superior, ya sea de las altas cortes o de 
los tribunales. … 
 
“La Corte Constitucional ha establecido que una providencia judicial adolece 
de un defecto sustantivo cuando la autoridad jurisdiccional (i) aplica una 
disposición en el caso que perdió vigencia por cualquiera de las razones 
previstas por la normatividad; (ii) aplica un precepto manifiestamente 
inaplicable al caso; (iii) a pesar del amplio margen hermenéutico que la 
Constitución le reconoce a las autoridades judiciales, realice una 
interpretación contraevidente o claramente irrazonable o desproporcionada; 
(iv) se aparta del precedente judicial -horizontal o vertical- sin justificación 
suficiente; o (v) se abstiene de aplicar la excepción de inconstitucionalidad 
ante una violación manifiesta de la Constitución, siempre que su declaración 
haya sido solicitada por alguna de las partes en el proceso”. Subrayados extra 

texto. Corte Constitucional Sentencia SU354/17.  
 

Con las anteriores precisiones y marcos normativos y doctrinales, 

abordamos en estudio de fondo del asunto.  

 

 

De la solución a la alzada:  

 

Considerando la decisión atacada y la inconformidad respecto a ella 

hace referencia a la inembargabilidad de los recursos destinados a la 

salud, en respeto de los derechos a la igualdad, buena fe, seguridad 

jurídica y confianza legítima, nos remitimos al auto del 3 de mayo de 

2.022, en el que se expresó: 

 

“Tal inembargabilidad es una garantía para salvaguardar el presupuesto con 
el cual el Estado busca cumplir sus fines esenciales (artículo 2° de la 
Constitución Nacional), entre los que están “garantizar la efectividad de los 
principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución”.  
 
“Por mandato Constitucional (artículo 356), los recursos de la Nación se 
distribuyen a través del Sistema General de Participaciones (SGP) -Ley 715 
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de 2.0014-, proveyéndose a los Entes Territoriales (Departamentos, Distritos 
y Municipios), para financiar, entre otras, la educación, servicios públicos 
domiciliarios, y en este caso, la salud (inciso 4° artículo 356 C.P.), en la 
medida que la seguridad social es un servicio público esencial a cargo del 
Estado (artículo 48 ídem), y la salud es un derecho fundamental reconocido 
en la Ley 1751 de 2.0155.  
 
“Para garantizar que tales recursos públicos se destinen a la materialización 
de esos fines, el ordenamiento jurídico prevé los principios de 
inembargabilidad y la destinación específica. 
 
“Desde la Constitución deviene una protección para esos dineros, donde sus 
artículos 48 y 63 señalan, respectivamente, que; “No se podrán destinar ni 
utilizar los recursos de las instituciones de la Seguridad Social para fines 
diferentes a ella.” y “Los bienes de uso público, (…), son inalienables, 
imprescriptibles e inembargables.”, lo que es reiterado en el artículo 9° de la 
Ley 100 de 1.9936, inciso 2° del artículo 23 de la Ley 1438 de 2.0117, el 
artículo 594.1 del C. G. del P.8,  ídem el artículo 25 de la Ley 1751 de 2.015 
reza así: 
 

“ARTÍCULO 25. DESTINACIÓN E INEMBARGABILIDAD DE LOS RECURSOS. 
Los recursos públicos que financian la salud son inembargables, tienen 
destinación específica y no podrán ser dirigidos a fines diferentes a los previstos 

constitucional y legalmente.”9. 
 
“En palabras de la Corte Constitucional, la inembargabilidad de los recursos 
del SGP propende por proteger la fuente de financiación de servicios 
esenciales, como los de salud; “(…), razón por la cual, estos rubros no deben 

                                                 
4 Sobre tal sistema se dijo: “A través del artículo 356 de la Constitución se creó el Sistema 

General de Participaciones de los departamentos, distritos y municipios, en orden a proveer 

los recursos para financiar adecuadamente la prestación de los servicios a su cargo.  A 

tales efectos la Constitución le defirió a la ley la competencia para fijar, tanto los servicios 

a cargo de los entes territoriales, como los servicios a cargo de la Nación… En este espectro 

la norma estableció un orden de prioridades para la ejecución de tales recursos, 

destacando en su orden al servicio de salud y los servicios de educación preescolar, 

primaria, secundaria y media, de tal suerte que se garantice la prestación de los servicios 

y la ampliación de su cobertura.” (Corte Constitucional, sentencia C 105 2004). 
5 “Por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud”. 
6 Tal artículo dice: “No se podrán destinar ni utilizar los recursos de las instituciones de la 

seguridad social para fines diferentes a ella.”. 
7 “Los recursos para la atención en salud no podrán usarse para adquirir activos fijos, ni 

en actividades distintas a la prestación de servicios de salud. Tampoco lo podrá hacer el 

Régimen Subsidiado.”. 
8 “Además de los bienes inembargables señalados en la Constitución Política o en leyes 

especiales, no se podrán embargar:… 1. Los bienes, las rentas y recursos incorporados en 

el presupuesto general de la Nación o de las entidades territoriales, las cuentas del sistema 

general de participación, regalías y recursos de la seguridad social”. Subrayado 

intencional. 
9 También se considera el artículo 91 de la Ley 715 de 2001, el que indica que; “Los 

recursos del Sistema General de Participaciones (…) por su destinación social 

constitucional, estos recursos no pueden ser sujetos de embargo, titularización u otra clase 

de disposición financiera. Los rendimientos financieros de los recursos del sistema general 

de participaciones que se generen una vez entregados a la entidad territorial, se invertirán 

en el mismo sector para el cual fueron transferidos. En el caso de la participación para 

educación se invertirán en mejoramiento de la calidad”. 
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afectarse con decisiones judiciales que los desvíen hacia el pago de 
acreencias relativas a otros servicios que no sean esenciales”10. 
 
“Entonces, se puede entender que la inembargabilidad de dichos recursos 
persigue fines constitucionalmente legítimos acorde con su destino social, por 
lo mismo no pueden ser utilizados con un propósito distinto. 
 
“Pero como bien lo dice el recurrente, la salvaguarda de esos recursos no es 
absoluta, esa inembargabilidad tiene excepciones, como es en la sentencia 
C 543 de 2013 de la Corte Constitucional, en la que expuso las siguientes: 
 

“(i) Satisfacción de créditos u obligaciones de origen laboral con el fin de hacer 
efectivo el derecho al trabajo en condiciones dignas y justas (Sentencia C-546 de 
1992)  
 
“(ii) Pago de sentencias judiciales para garantizar la seguridad jurídica y la 
realización de los derechos en ellas contenidos (Sentencia C-354 de 1997).  
 
“(iii) Títulos emanados del Estado que reconocen una obligación clara, expresa y 
exigible (Sentencia C-793/02). 
 
“(iv) Las anteriores excepciones son aplicables respecto de los recursos del SGP, 
siempre y cuando las obligaciones reclamadas tuvieran como fuente alguna de 
las actividades a las cuales estaban destinados dichos recursos (educación, 
salud, agua potable y saneamiento básico)”. Subraya adrede. 

 
“Según se ve, las excepciones en cita aplican siempre que lo cobrado tenga 
su origen en los servicios para los cuales estaban destinados los dineros. Ese 
precedente y que se desarrolla en las múltiples decisiones judiciales referidas 
en la alzada son la base para el dicho de la actora, según el cual la 
inembargabilidad no es una regla, y que pueden existir eventos –como este- 
en los cuales procede el embargo de esos rubros. 
 
“Sobre ello, considerando un reciente pronunciamiento, exactamente la 
Sentencia T 053 de 2.022, caso en que la Corte Constitucional analizó una 
situación con aristas similares al que nos ocupa, pues refería al embargo de 
dineros de la salud bajo el amparo que las obligaciones perseguidas se 
relacionaban con actividades de salud, en esa oportunidad se ahondó sobre 
la inembargabilidad de los recursos del sistema de salud (compuesto por las 
cotizaciones de los afiliados recaudados por las EPS y los recursos del SGP), 
precisándose que: 
 

““… Si bien la inembargabilidad que abriga a los recursos públicos de la seguridad 
social en salud no es un principio absoluto, ha sido esta propia Corporación la 
que, como guardiana de la supremacía y la integridad del pacto social, ha 
determinado el alcance de dicho principio dentro del balance que debe existir en 
relación con otros preceptos y derechos constitucionales.  
 
““En ese sentido, si el alcance del citado principio, fijado a través de múltiples 
pronunciamientos de Sala Plena de la Corte Constitucional, es vinculante y tiene 
carácter erga omnes frente a todas las autoridades jurisdiccionales, a fortiori lo 
será el alcance de sus excepciones, las cuales exigen una interpretación estricta 
y restrictiva toda vez que sólo en esas hipótesis puntuales admitidas por la 
jurisprudencia el interés público de preservar los recursos específicamente 
destinados a garantizar la salud termina por ceder ante otros principios y 
derechos de rango superior.  
 

                                                 
10 Ver sentencia C 543 de 2013 
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““Tal como quedó ampliamente planteado en las consideraciones generales de 
esta providencia, los recursos del SGSSS tienen una protección constitucional 
aún más reforzada, inclusive, que otros recursos de naturaleza pública, y por lo 
tanto sólo en circunstancias extraordinarias que la jurisprudencia constitucional 
ha determinado pueden llegar a embargarse y a utilizarse en un objeto distinto a 
la destinación específica que la norma fundamental les ha asignado, a saber: la 
financiación de la prestación del servicio de salud a la población. 
  
““Precisamente por ese blindaje especial que ostentan estos recursos, es 
imperativo para todo operador jurídico acatar con rigor y a pie juntillas los términos 
en que esta Corte se ha pronunciado sobre los eventos excepcionales en los 
cuales es posible comprometer los recursos del SGSSS, lo que, de suyo, implica 
observar cuidadosamente a qué fuente de financiación se ha referido al admitir 
tales excepciones, pues, como es sabido, el sistema de salud se nutre de dineros 
procedentes de diferente origen, entre los que se cuentan las cotizaciones de los 
afiliados al SGSSS recaudados por las EPS, de un lado, y los recursos del 
Sistema General de Participaciones en Salud –SGP–, de otro. 
 
““Podría decirse, entonces, que dentro del género que constituyen los recursos 
del SGSSS, los dineros que reciben las EPS en virtud de las cotizaciones son una 
especie, distinta a su vez de aquella conformada por los rubros transferidos por 
la Nación en virtud del SGP. Ahora bien: aunque unos y otros gozan de especial 
protección constitucional en tanto recursos del sistema de salud, la distinción 
hecha resulta relevante justamente en razón al tratamiento dispensado por la 
jurisprudencia constitucional en lo que atañe a la aplicación del principio de 
inembargabilidad y sus excepciones. 
 
““En efecto, tratándose de los recursos destinados al sector salud del SGP la 
Corte Constitucional ha reafirmado su destinación específica y carácter en 
general inembargable, no obstante lo cual ha reconocido que dicha 
inembargabilidad puede llegar a ser exceptuada para dar prevalencia a la 
efectividad de ciertos derechos fundamentales. 
 
““Así, dentro de su vasta jurisprudencia a propósito del tema de la 
inembargabilidad de los recursos públicos, al referirse en concreto a los recursos 
del SGP, en un primer momento esta Corporación encontró legítimo que el 
carácter inembargable de los mismos debía plegarse para atender créditos a 
cargo de las entidades territoriales que tuvieran origen en actividades propias de 
cada uno de los sectores a los que se destinan los recursos del sistema general 
de participaciones –incluido el sector salud– y que estuvieran recogidos en 
sentencias o en otros títulos legalmente válidos, permitiéndose así el embargo de 
los recursos de la participación respectiva cuando los recursos destinados al pago 
de sentencias o conciliaciones no fueran suficientes. 
  
““Sin embargo –como se vio ut supra–, posteriormente la Corte reformuló el 
alcance de las excepciones a la inembargabilidad en atención al nuevo enfoque 
del SGP incorporado por el Constituyente a raíz del Acto Legislativo No. 4 de 
2007. Dicha reforma constitucional supuso una modificación del marco normativo 
gracias al cual se fortaleció el afán por asegurar el destino social y la inversión 
efectiva de aquellos recursos del SGP, lo que condujo a que se reevaluaran las 
condiciones que tornaban viable el embargo de los mismos. Producto de dicho 
análisis, la Sala Plena efectuó un “acople” de la jurisprudencia y señaló que los 
recursos de destinación específica del SGP sólo podían comprometerse 
subsidiariamente para hacer efectivas las obligaciones laborales reconocidas 
mediante sentencia judicial, en el evento de que los ingresos corrientes de libre 
destinación de la respectiva entidad territorial no fueran suficientes para atender 
tales acreencias. 
 
““En razón de este nuevo criterio, luego la Corte precisaría que el principio general 
de inembargabilidad se predica incluso frente a las obligaciones contractuales 
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contraídas por las entidades territoriales para la prestación de los servicios que 
se financian con los recursos del SGP. 
 
““Lo anterior fue ratificado más recientemente cuando, al revisar la 
constitucionalidad de la Ley Estatutaria de Salud, este Tribunal señaló que la 
aplicación del principio general de inembargabilidad de los recursos de la salud 
“deberá estar en consonancia con lo que ha sentado y vaya definiendo la 
jurisprudencia”, remitiéndose entonces a lo decidido en el fallo de control 
abstracto que, a manera de criterio hermenéutico de armonización, precisó que 
era factible embargar los recursos de destinación específica del SGP para 
garantizar el pago de obligaciones laborales reconocidas mediante sentencia si y 
solo si se verificaba que para asegurar la cancelación de dichos créditos 
resultaban insuficientes los ingresos corrientes de libre destinación de la 
respectiva entidad territorial. 
 
““En ese sentido, no cabe duda de que el precedente constitucional vigente ha 
delimitado las condiciones para exceptuar el principio general de 
inembargabilidad de los recursos de la salud correspondientes al SGP en los 
siguientes términos: (i) que se trate de obligaciones de índole laboral, (ii) que 
estén reconocidas mediante sentencia, (iii) que se constate que para satisfacer 
dichas acreencias son insuficientes las medidas cautelares impuestas sobre los 
recursos de libre destinación de la entidad territorial deudora. 
 
““En cambio, respecto de los recursos provenientes de las cotizaciones al SGSSS 
recaudados por las EPS, la jurisprudencia constitucional no ha introducido 
excepción alguna a su inembargabilidad.” Comillas y cursivas en el texto original, 
subrayado fuera de él. 

 
“En esa ocasión se resaltó que “… los recursos destinados a atender las 
necesidades del servicio de salud y a asegurar la efectividad del derecho a la 
salud no pueden ser objeto de acuerdos de pagos con acreedores que 
conduzcan a que tales recursos no lleguen al destino ordenado en la Carta”, 
explicándose que son los recursos propios de las entidades del sistema “… 
cuyo manejo es separado e independiente de aquellos dineros públicos y 
parafiscales”, los que corresponde utilizar para solventar las obligaciones 
adeudadas.  
 
“Como la recurrente expuso que está reclamando el cumplimiento de 
obligaciones que tienen como fuente la actividad de la salud, de ahí sus 
pedidos cautelares, lo que sin perjuicio del debate procesal que pueda darse 
en el pleito, hace que sea viable, en principio, el estudio de las excepciones. 
 
“Vista la demanda y específicamente los documentos de cobro, no encuentra 
la Sala que se configure una de las excepciones planteadas por la doctrina, 
en la medida que no estamos ante (i) la “Satisfacción de créditos u 
obligaciones de origen laboral”; (ii) el “Pago de sentencias judiciales”, o, (iii) 
el pago de “Títulos emanados del Estado que reconocen una obligación clara, 
expresa y exigible”.  
 
“Se constató que las obligaciones dejadas de pagar, tal como se indicó en el 
hecho 10° de la demanda, corresponden a facturas por diferentes servicios 
de salud a los pacientes de COOSALUD EPS, cuestión sustancialmente 
diferente a las referidas excepciones. 
 
“Es por lo anterior que la decisión apelada resulta ajustada, siendo 
improcedente embargar recursos existentes y los que con posterioridad gire 
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la ADRES11, pues se insiste, aquellos no pueden utilizarse para fines distintos 
de aquellos a los cuales están destinados, no siendo suficiente para acceder 
a lo pedido el hecho que la obligación reclamada tenga como fuente la 
prestación de servicios de salud. 
 
“Por lo mismo, resulta acertada la decisión de acceder al embargo como hizo, 
precisando que opera “… siempre que se traten de recursos propios de la 
EPS ejecutada, y los productos financieros y/o cuentas bancarias, no sean 
destinatarias o manejen recursos públicos”, pues en todo caso, “… Los 
funcionarios judiciales o administrativos se abstendrán de decretar órdenes 
de embargo sobre recursos inembargables.” (ver parágrafo artículo 594 del 
C. G. del P.). 
 
“En cuanto al embargo y secuestro de los bienes muebles de la EPS 
demandada, tampoco es procedente, ello deriva y es armónico con la 
inembargabilidad de los recursos de la salud12, pues nada se haría en 
proteger estos y acceder a la cautela en relación a los equipos, enseres o 
cualquier otro activo de la ejecutada, toda vez que sin estructura mobiliaria 
los servicios médicos no podrían llevarse a cabo, haciéndose imposible el 
cumplimiento de las funciones que trata el artículo 177 de la Ley 100 de 1.993, 
dada la naturaleza de los recursos en cuestión. 
 
“Corolario, se confirmará lo apelado. (…)”13. Cursiva, notas de pie de página 

y citas dentro del texto. 
 

El anterior pronunciamiento, realizado en este proceso, y sin que 

hubieran cambiado las condiciones sustanciales de la decisión, sigue 

siendo aplicable a las presentes, donde de cara a los argumentos del 

hoy recurrente, ciertamente se consideró la normatividad, 

jurisprudencia y conceptos aludidos vía alzada, ídem que presta 

servicios de salud, por lo que respecto a la inembargabilidad se tiene 

que: 

 

(i) Otrora se negaron otras cautelas pedidas por activa; 

                                                 
11 Para garantizar las atenciones del Plan de Beneficios en Salud (PBS), antes Plan 

Obligatorio de Salud (POS), el Estado entrega un dinero a las EPS, el valor desembolsado 

corresponde a una Unidad de Pago por Capitación (UPC) por cada afiliado, tal como se 

explica en la Resolución 2503 de 2020 del MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN 

SOCIAL, sumado a los gastos de administración y eventualmente a los valores por servicios 

no financiados de la UPC. 
12 El concepto recurso es definido como el “Conjunto de elementos disponibles para 

resolver una necesidad o llevar a cabo una empresa. Recursos naturales, hidráulicos, 

forestales, económicos, humanos.”. Diccionario Real Academia Española. Consultado en 

https://dle.rae.es/recurso   
13 Ese auto del 3 de mayo de 2.022 obra en el archivo 14 del cuaderno de medidas cautelares. 

Postura también plasmada en los autos calendados el 14 y 24 de mayo de 2.021, proferidos 

en el proceso radicado 05001 31 03 016 2019 00125 02 y 03.   

https://dle.rae.es/recurso
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(ii) Se confirmó la alzada primigenia en relación –también- al auto 

del 8 de marzo de 2.022, y; 

(iii) Quedó dicho que el embargo decretado, hoy objeto de reproche, 

opera “… siempre que se traten de recursos propios de la EPS 

ejecutada, y los productos financieros y/o cuentas bancarias, no 

sean destinatarias o manejen recursos públicos …”. 

 

Bajo tal panorama, hubo resguardo de los recursos con destinación 

específica, tema puntual que originó esta segunda alzada, donde si ello 

fue así, esto es, si la decisión atacada atendió la característica de 

inembargabilidad de los dineros públicos girados para atender la salud, 

no hay lugar a revocar lo impugnado, máxime que no se advierte la 

existencia de hechos nuevos que hagan cambiar de posición.  

 

Finalmente, en cuanto a costas en segunda instancia, en lo relacionado 

con este recurso no habrá condena sobre el particular, pues se está 

reiterando una posición procesal, por lo que debe darse aplicación al 

numeral 8º del artículo 365 del C. G. del P.. 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Medellín;   

 

 

RESUELVE 

 

 

PRIMERO: CONFIRMAR el auto calendado el ocho (8) de marzo de 

dos mil veintidós (2.022), proferido por el JUZGADO 

DIECISIETE CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE 

MEDELLÍN, según lo motivado. 
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SEGUNDO: SIN CONDENA en costas en segunda instancia. 

Ejecutoriada la presente providencia, vuelva el 

expediente al Despacho de origen. 

 

Notifíquese; 

 

 

 

 

JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 

MAGISTRADO 


